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por el cual se prohíbe el uso de asbesto en el territorio nacional y se
establecen garantías de protección a la salud de los colombianos.

 
 

El Congreso de la República
 

DECRETA:
 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por objeto preservar la vida, la salud
y el ambiente de los trabajadores y todos los habitantes del territorio nacional
frente a los riesgos que representa la exposición al asbesto para la salud
pública,  colectiva  e  individual  en  cualquiera  de  sus  modalidades  o
presentaciones.
 
Artículo 2°. Prohibición. A partir del primero (1°) de enero de 2021 se prohíbe
explotar,  producir,  comercializar,  importar,  distribuir  o  exportar  cualquier
variedad de asbesto y de los productos con él elaborados en el territorio
nacional.
 
Parágrafo.  La  prohibición  dispuesta  en  el  presente  artículo  no  aplicará  ni
generará consecuencias jurídicas respecto al asbesto instalado antes de la fecha
establecida.
 
Artículo 3°. Política pública para sustitución de asbesto instalado. El Gobierno
nacional, contará con un período de cinco (5) años contados a partir de la
promulgación  de  la  presente  ley,  para  formular  una  política  pública  de
sustitución  del  asbesto  instalado.
 
Parágrafo 1°. Durante este período, el Ministerio del Trabajo, el de Salud y
Protección Social, Ambiente y Desarrollo Sostenible y el de Comercio Industria y
Turismo, establecerán de manera coordinada mediante Reglamentación conjunta, las
medidas regulatorias necesarias que permitan cumplir la presente norma y reducir
hasta su eliminación de manera segura y sostenible el uso del asbesto en las
diferentes actividades industriales del país.
 
Parágrafo 2°. Durante este período, las entidades a que hace referencia el
parágrafo primero de este artículo establecerán las medidas necesarias para
garantizar la identificación y la reconversión productiva de los trabajadores
expuestos  y  relacionados  con  la  cadena  de  extracción,  procesamiento,

https://www.dmsjuridica.com/buscador_20179478954/legislacion/leyes/2020/11/25/ley-1968-de-2019/


almacenamiento, distribución y comercialización del asbesto, así como las medidas
de identificación y monitoreo sobre la salud de estos trabajadores por un período
umbral de 20 años.
 
Parágrafo 3°. En ningún caso la aplicación de lo dispuesto en la presente ley
deberá (i) obstaculizar las relaciones laborales, y/o; (ii) generar el despido o
terminación del contrato de ninguna persona, en razón de la sustitución del
asbesto.  Estas  medidas  pretenden  evitar  el  impacto  desproporcionado  de  la
prohibición sobre los trabajadores de las empresas que usan asbesto.
 
Artículo 4°. Títulos para la explotación de asbesto. A partir de la expedición de
esta ley, no podrán otorgarse concesiones, licencias o permisos, ni prórrogas,
para la explotación y exploración del asbesto en el territorio nacional.
 
Parágrafo  1°.  Las  actividades  que  cuenten  con  título,  contrato,  licencia
ambiental o con el instrumento de control y manejo ambiental equivalente para la
explotación y exploración de asbesto, deberán iniciar la fase de desmantelamiento
y abandono cumpliendo la normativa vigente para dicha fase, especialmente lo
establecido en el artículo 2.2.2.3.9.2 del Decreto 1076 de 2015, o la norma que
la modifique, sustituya o adicione, con el fin de preservar la vida, la salud y
el ambiente de todos los habitantes del territorio nacional, a más tardar el
primero (1°) de enero de 2021.
 
Parágrafo 2°. Mientras se encuentren vigentes los títulos en los términos del
parágrafo anterior, el Ministerio de Salud y Protección Social, el Ministerio de
Minas  y  Energía,  el  Ministerio  de  Trabajo  y  el  Ministerio  de  Ambiente  y
Desarrollo Sostenible evaluarán anualmente el cumplimiento de las regulaciones de
orden  técnico,  de  higiene,  seguridad  y  laborales  sobre  la  exploración  y
explotación de asbesto, a los títulos o permisos vigentes, de conformidad con lo
dispuesto en el capítulo XII, de la Ley 685 de 2001. Asimismo, el Ministerio del
Trabajo, a través de las direcciones territoriales, velará porque se dé estricto
cumplimiento a la normatividad vigente.
 
Artículo 5°. Plan de adaptación laboral y reconversión productiva. El Gobierno
nacional en cabeza del Ministerio de Trabajo, Agricultura y Desarrollo Rural,
Minas y Energía, Comercio Industria y Turismo, Educación, Salud y Protección
Social, y el Servicio Nacional de Aprendizaje (Sena); adelantarán un Plan de
Adaptación Laboral y reconversión productiva que garantice a los trabajadores de
las minas e industria del asbesto la continuidad del derecho al trabajo y el
seguimiento a sus condiciones de salud por medio de programas de formación,
capacitación y fortalecimiento empresarial en actividades diferentes a la minería
de asbesto.
 
El plan de adaptación laboral y reconversión productiva tendrá por objetivos:
 
1. Identificar a los trabajadores afectados por la exposición al asbesto.
 
2. Generar los estudios epidemiológicos necesarios para la observancia a la salud
de estos trabajadores.
 
3. Dictar medidas que garanticen la reubicación de un trabajo, un nuevo empleo o
la  participación  en  las  actividades  económicas  propias  de  la  reconversión
productiva, que no genere las afectaciones a la salud que produce el contacto con
el asbesto.



 
4. Establecer los programas o proyectos de reconversión a que haya lugar, que
involucren las dimensiones ambiental y productiva.
 
5. Implementar un programa especial para el municipio de Campamento, Antioquia,
con  el  fin  de  que  todos  los  trabajadores  de  la  mina  tengan  una  adecuada
adaptación laboral y económica.
 
Artículo  6°.  Comisión  Nacional  para  la  Sustitución  del  Asbesto.  Créase  la
Comisión Nacional para la Sustitución del Asbesto, que estará conformada per los
siguientes integrantes: dos delegados del Ministerio de Ambiente y Desarrollo
Sostenible,  dos  delegados  del  Ministerio  de  Salud  y  Protección  Social,  dos
delegados del Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, dos delegados del
Ministerio de Minas y Energía, dos delegados del Ministerio del Trabajo, que
serán designados por el Ministro de la Rama correspondiente, un delegado de
Colciencias  postulado  por  el  Director  General,  un  Veedor  Ciudadano  y  un
integrante  de  Universidades  que  represente  a  la  academia,  elegido  por
convocatoria pública. Los Ministerios desarrollarán las funciones encomendadas a
la Comisión, en el ámbito de su competencia funcional.
 
La Comisión tendrá a su cargo las siguientes funciones, sin perjuicio de las que
establezca posteriormente el Gobierno nacional:
 
1. Supervisar el efectivo cumplimiento de la sustitución del asbesto en todas sus
formas, a lo largo de todo el territorio nacional, en el plazo establecido en
esta ley.
 
2. El seguimiento de las medidas aquí establecidas con el objetivo de sustituir
el asbesto en el período de transición señalado en esta ley.
 
3. Expedir el Programa Nacional de Eliminación de Enfermedades Relacionadas con
el Asbesto (PNEERA), con referencia al expedido por la Organización Mundial de la
Salud y la Organización Internacional del Trabajo.
 
4. Elaborar el plan de adaptación laboral y reconversión productiva de que habla
el artículo 5° de la presente ley.
 
Artículo  7°.  Sanciones.  A  partir  del  primero  (1°)  de  enero  de  2021,  será
sancionado  todo  aquel,  persona  natural  o  jurídica,  que  continúe  con  la
explotación,  producción,  comercialización,  importación,  distribución  y/o
exportación  de  cualquier  variedad  de  asbesto  y  de  los  productos  con  este
elaborados, se le impondrá una sanción económica que oscilará entre los cien
(100) y los cinco mil (5.000) SMLMV, sin perjuicio de las acciones penales y
disciplinarias que hubiere lugar por los mismos hechos.
 
Parágrafo 1°. El procedimiento para imponer dicha sanción será adelantado por la
Superintendencia de Industria y Comercio en los asuntos de su competencia, y por
las  demás  entidades  de  inspección,  vigilancia  y  control,  entre  otras,  el
Ministerio de Salud y Protección Social, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo
Sostenible, la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN), en aplicación
de las normas sancionatorias especiales aplicables por cada entidad según la
naturaleza de los hechos objeto de sanción o, en su defecto, de acuerdo a lo
establecido en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso
Administrativo.



 
Parágrafo  2°.  Como  parte  integral  del  seguimiento  a  las  disposiciones
establecidas  en  la  presente  ley,  la  Autoridad  Ambiental  competente,  deberá
realizar un estudio y seguimiento de la calidad del aire, el cual deberá medir y
monitorear la concentración de fibras de asbesto en las plantas y áreas de
explotación como en los territorios donde exista mayor infraestructura con este
material y dar cuenta de los procesos sancionatorios por incumplimiento al que
haya lugar.
 
Artículo 8°. De la Comisión Nacional de Salud Ocupacional del Asbesto, Crisolito
y otras Fibras. A partir del primero (1°) de enero de 2021 la Comisión Nacional
de Salud Ocupacional del Asbesto, Crisolito y otras Fibras, cesará sus funciones.
 
Artículo 9°. Monitoreo e investigación científica. Corresponderá al Ministerio de
Salud y Protección Social a través del Instituto Nacional de Salud, en acopio con
Colciencias,  instituciones  científicas  públicas  o  privadas,  nacionales  o
internacionales, realizar el monitoreo e investigaciones científicas constante
relacionadas con el objeto de la presente ley.
 
Parágrafo. El Gobierno nacional, por medio del Ministerio de Salud y Protección
Social y el Ministerio de Ciencia y Tecnología e Innovación, informará a las
Comisiones  Séptimas  Constitucionales  Permanentes  de  Senado  y  Cámara  de
Representantes al comienzo de cada legislatura, durante un término de cinco (5)
años,  sobre  el  avance  de  las  investigaciones  y  estudios  que  se  encuentren
realizando en los casos relacionados con el objeto de la presente ley, los cuales
tendrán un énfasis especial en el tratamiento de enfermedades generadas por el
asbesto y en el desarrollo de industrias y nuevos materiales sustituidos para
fortalecer la producción nacional.
 
Artículo  10.  Informe  de  gestión.  El  Ministerio  de  Ambiente  y  Desarrollo
Sostenible, Ministerio de Salud y Protección Social, Ministerio de Comercio,
Industria y Turismo, Ministerio de Minas y Energía, Ministerio del Trabajo, en el
marco de sus competencias presentarán un informe al comienzo de cada legislatura
a las Comisiones Séptimas Constitucionales Permanentes de Senado y Cámara de
Representantes sobre los avances obtenidos en materia de la presente ley.
 
Artículo 11. Deber de reglamentación. Como consecuencia de las actividades de
investigación o monitoreo y la existencia de material científico avalado por las
autoridades internacionales en materia de salud, el Gobierno nacional, a través
del  Ministerio  de  Salud  y  Protección  Social,  deberá  adoptar  las  decisiones
tendientes a limitar, reducir y eliminar el uso, comercialización y/o toda forma
de distribución de una sustancia o materia prima que representan nocividad para
la salud pública colectiva.
 
Parágrafo. El Ministerio de Salud y Protección Social, Ministerio de Ambiente y
Desarrollo Sostenible y el Ministerio de Trabajo, deberán desarrollar campañas de
divulgación  y  promoción  del  manejo  adecuado  del  asbesto  instalado  y  su
tratamiento  como  desecho  peligroso  de  conformidad  con  el  Decreto  4741  de  2005.
 
Artículo 12. Ruta de atención integral para personas expuestas al asbesto. Créase
la ruta integral para la atención integral para personas expuestas al asbesto,
mediante la cual se deberá suministrar información y orientación acerca de los
derechos,  medidas  y  recursos  con  los  que  cuenta,  y  de  atención  en  salud,
incluyendo los exámenes médico legales y especializados orientados al diagnóstico



y tratamiento.
 
Parágrafo 1°. El Gobierno nacional reglamentará en un plazo máximo de seis (6)
meses posteriores a la expedición de la presente ley, la puesta en marcha de la
ruta integral y su funcionamiento en los distintos entes territoriales.
 
Parágrafo  2°.  Las  Aseguradoras  de  Riesgos  Laborales  (ARL)  y  las  Entidades
Promotoras de Salud (EPS), a las que se encuentren afiliados los trabajadores
expuestos,  incluirá  los  exámenes  médicos  legales,  y  dará  aplicación  a  lo
dispuesto en el presente artículo para estos trabajadores.
 
Artículo 13. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a partir de la fecha
de su publicación y deroga todas las normas que le sean contrarias.
 

El Presidente del honorable Senado de la República,
 

Ernesto Macías Tovar.
 

El Secretario General del honorable Senado de la República,
 

Gregorio Eljach Pacheco.
 

El Presidente (e) de la honorable Cámara de Representantes,
 

Atilano Alonso Giraldo Arboleda.
 

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
 

Jorge Humberto Mantilla Serrano
 

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL
 

Publíquese y cúmplase.
 

Dada en Bogotá, D. C., a 11 de julio de 2019.
 

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ
 

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,
 

Alberto Carrasquilla Barrera.
 

El Ministro de Salud y Protección Social,
 

Juan Pablo Uribe Restrepo.
 

La Ministra de Trabajo,
 

Alicia Arango Olmos.
 

La Ministra de Minas y Energía,
 

María Fernanda Suárez Londoño.
 



El Ministro de Comercio, Industria y Turismo,
 

José Manuel Restrepo Abondano.
 

El Ministro de Ambiente y Desarrollo Sostenible,
 

Ricardo José Lozano Picón
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por la cual se transforma el Departamento Administrativo del Deporte, la
Recreación, la Actividad Física y el Aprovechamiento del Tiempo Libre

(Coldeportes) en el Ministerio del Deporte.
 
 

El Congreso de Colombia
 

DECRETA:
 

Artículo  1°.  Naturaleza  y  denominación.  Transfórmese  el  Departamento
Administrativo  del  Deporte,  la  Recreación,  la  Actividad  Física  y  el
Aprovechamiento del Tiempo Libre (Coldeportes) en el Ministerio del Deporte como
organismo principal de la Administración pública, del nivel central, rector del
sector y del Sistema Nacional del Deporte.
 
Artículo 2°. Integración del sector. El sector deporte, recreación, actividad
física, y aprovechamiento del tiempo libre está integrado por el Ministerio del
Deporte y por las entidades que se le adscriban o vinculen.
 
Artículo 3°. Objeto. El Ministerio del Deporte tendrá como objetivo, dentro del
marco de sus competencias y de la ley, formular, adoptar, dirigir, coordinar,
inspeccionar,  vigilar,  controlar  y  ejecutar  la  política  pública,  planes,
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programas y proyectos en materia del deporte, la recreación, el aprovechamiento
del tiempo libre y la actividad física para promover el bienestar, la calidad de
vida, así como contribuir a la salud pública, a la educación, a la cultura, a la
cohesión e integración social, a la conciencia nacional y a las relaciones
internacionales, a través de la participación de los actores públicos y privados.
 
Artículo 4°. Funciones. Para el cumplimiento de su objeto, el Ministerio del
Deporte cumplirá, además de las señaladas en la Constitución Política y en el
artículo 59 de la Ley 489 de 1998, las siguientes funciones:
 
1. Formular, coordinar la ejecución y evaluar las políticas, planes, programas y
proyectos en materia del deporte, la recreación, la actividad física, y el
aprovechamiento del tiempo libre.
 
2. Dirigir y orientar la formulación, adopción y evaluación de las políticas,
planes, programas y proyectos del sector administrativo del deporte, recreación,
actividad física, y aprovechamiento del tiempo libre.
 
3.  Formular,  adoptar,  coordinar  la  ejecución  y  evaluar  estrategias  para  la
promoción, el fomento, el desarrollo y la orientación del deporte, la recreación,
la actividad física y el aprovechamiento del tiempo libre.
 
4. Elaborar, de conformidad con la ley orgánica respectiva y con base en los
planes municipales y departamentales, el plan sectorial para ser incluido en el
Plan Nacional de Desarrollo, que garantice el fomento y la práctica del deporte,
la recreación, el aprovechamiento del tiempo libre y la educación física en
concordancia con el Plan Nacional de Educación, regulado por la Ley 115 de 1994.
 
5. Dirigir, organizar, coordinar y evaluar el Sistema Nacional del Deporte para
el cumplimiento de sus objetivos y orientar el deporte colombiano, el Comité
Olímpico  Colombiano,  el  Comité  Paralímpico  Colombiano,  las  federaciones
deportivas, los institutos y ligas departamentales y municipales, entre otros, en
el marco de sus competencias, para apoyar a los nuevos talentos deportivos de
todas las regiones del país.
 
6. Diseñar en coordinación con el Ministerio de Educación Nacional políticas,
estrategias, acciones, planes, programas y proyectos que integren la educación
formal con las actividades físicas, deportivas y recreativas en la educación
preescolar, básica y media como parte integral de la jornada escolar.
 
7.  Planificar,  promover  e  impulsar  el  deporte  competitivo,  los  deportes
autóctonos, de baja difusión, extremos, alternativos y de alto rendimiento y
recreativos, en coordinación con las federaciones deportivas y otras autoridades
competentes, velando porque se desarrolle de acuerdo con los principios del
movimiento olímpico.
 
8. Diseñar y ejecutar en coordinación con el Ministerio de Educación Nacional
políticas, estrategias, acciones, planes, programas y proyectos que promuevan y
difundan el conocimiento y la enseñanza del deporte y la recreación, en especial
a través de la formación por ciclos propedéuticos y de la formación impartida por
instituciones de educación superior, fomentando las escuelas deportivas de alto
rendimiento para la formación y perfeccionamiento de los practicantes y cuidar la
práctica deportiva en la edad escolar, su continuidad y eficiencia.
 



9. Incentivar y fortalecer la investigación científica, difusión y aplicación de
las  ciencias  aplicadas  al  deporte,  para  el  mejoramiento  de  sus  técnicas  y
modernización de los deportes.
 
10. Estimular la práctica deportiva exenta de violencia, de exclusión y de toda
acción o manifestación que pueda alterar por vías extradeportivas los resultados
de las competencias.
 
11. Fomentar la generación y creación de espacios que faciliten la actividad
física, el aprovechamiento del tiempo libre, la recreación y el deporte en
espacios públicos acondicionados, en coordinación con las entidades locales.
 
12. Planificar y programar la construcción de instalaciones deportivas con los
equipamientos necesarios para la práctica del deporte en sus modalidades de bajo
y alto rendimiento.
 
13. Promover que los municipios expidan normas urbanísticas que incluyan la
reserva  de  espacios  suficientes  e  infraestructuras  mínimas  para  cubrir  las
necesidades  sociales  y  colectivas  de  carácter  deportivo  y  recreativo  que
faciliten la formulación de programas y acciones destinados al desarrollo de la
actividad física y deportiva de la población.
 
14. Apoyar y promover las manifestaciones del deporte y la recreación que generen
conciencia, inclusión, cohesión social e identidad nacional.
 
15. Compilar, suministrar, difundir la información y documentación relativa a la
educación  física,  el  deporte,  la  recreación,  la  actividad  física  y  el
aprovechamiento  del  tiempo  libre.
 
16. Formular planes y programas que promuevan el desarrollo de la educación
familiar, escolar y extraescolar de la niñez y de la juventud a través de la
correcta utilización del tiempo libre, el deporte y la recreación como elementos
fundamentales  para  la  prevención,  disminución  de  la  violencia  en  edades
tempranas, así como también para el fortalecimiento en su proceso de formación
integral tanto en lo personal como en lo comunitario.
 
17. Formular y ejecutar programas para la educación física, deporte y recreación
de las personas con discapacidades físicas, psíquicas, sensoriales, de la tercera
edad  y  de  los  sectores  sociales  más  necesitados  o  en  condiciones  de
vulnerabilidad.
 
18.  Apoyar  y  fomentar  la  promoción  del  deporte  y  la  recreación  y  el
aprovechamiento del tiempo libre en las comunidades indígenas, campesinas y
afrodescendientes a nivel local, regional y nacional representando sus culturas,
en coordinación con las autoridades étnicas y comunitarias.
 
19. Dirigir y administrar el Laboratorio Control al Dopaje, el Centro de Alto
Rendimiento  en  Altura  del  Ministerio  del  Deporte,  el  Centro  de  Servicios
Biomédicos y los demás que se establezcan en desarrollo de su objeto.
 
20.  Planear,  administrar  e  invertir  los  recursos  provenientes  de  la
comercialización  de  servicios.
 
21. Fomentar, promover, apoyar y regular la asociación deportiva en todas sus



manifestaciones, la participación del sector privado, asociado o no, en las
diferentes disciplinas deportivas, recreativas, de aprovechamiento del tiempo
libre, la actividad física y de educación física.
 
22. Establecer criterios de cofinanciación frente a los planes y programas que
respondan a las políticas públicas en materia de deporte, la recreación, el
aprovechamiento del tiempo libre, la educación física y la actividad física.
 
23.  Definir  los  términos  de  cooperación  técnica  y  deportiva  de  carácter
internacional, en coordinación con los demás entes estatales.
 
24.  Brindar  asistencia  técnica  a  los  entes  departamentales,  distritales  y
municipales para la formulación de planes deportivos y la ejecución de proyectos
relacionados con el deporte, la recreación, el aprovechamiento del tiempo libre y
la educación física.
 
25.  Celebrar  directamente  convenios  o  contratos  con  entidades  u  organismos
internacionales  o  nacionales,  públicos  o  privados  pertenecientes  al  Sistema
Nacional del Deporte, para el desarrollo de su objeto, de acuerdo con las normas
legales vigentes.
 
26.  Cofinanciar  a  los  organismos  oficialmente  reconocidos  los  gastos
operacionales y eventos nacionales e internacionales de conformidad con las
disposiciones vigentes sobre la materia.
 
27. Establecer los criterios generales de cofinanciación de los proyectos de
origen regional.
 
28. Diseñar los mecanismos de integración con el deporte formativo y comunitario.
 
29. Programar actividades de deporte formativo y comunitario y eventos deportivos
en todos los niveles de la educación, en asocio con las secretarías de educación
de las entidades territoriales.
 
30.  Ejercer  las  funciones  de  inspección,  vigilancia  y  control  sobre  los
organismos deportivos y demás entidades que conforman el Sistema Nacional del
Deporte.
 
31.  Fomentar  programas  de  mayor  cobertura  poblacional,  en  los  temas  de  su
competencia, que generen impacto en la sociedad.
 
32.  Promover  la  integración  de  la  experiencia,  condiciones  y  oportunidades
regionales geográficas y poblacionales en la definición de políticas y adopción
de estrategias, acciones y planes.
 
33. Impulsar y promover las prácticas y los deportes alternativos.
 
34. Proponer e impulsar estrategias, planes, programas, acciones para identificar
talentos del deporte que incluyan estímulos a docentes y entrenadores de acuerdo
con las políticas trazadas por el Ministerio del Deporte.
 
35. Formular, dirigir, orientar y ejecutar en conjunto con el Ministerio de Salud
y Protección Social políticas públicas, programas y proyectos cuya finalidad sea
la promoción y la prevención en salud a través del desarrollo de la actividad



física en el marco del plan de intervenciones colectivas.
 
36. Formular, dirigir, orientar y ejecutar en conjunto con el Ministerio de Salud
y  Protección  Social,  Ministerio  de  Educación  Nacional  y  con  el  Instituto
Colombiano de Bienestar Familiar políticas públicas, programas y proyectos cuya
finalidad sea la estimulación temprana en la primera infancia en centros de
desarrollo  infantil,  guarderías  y  establecimientos  educativos  de  educación
preescolar, con el fin de lograr en tal grupo poblacional un adecuado desarrollo
psicomotriz, cognitivo, emocional y social.
 
37. Formular, dirigir, orientar y ejecutar, en conjunto con el Ministerio de
Salud, políticas públicas, programas y proyectos cuya finalidad sea la prevención
en el consumo de sustancias estupefacientes y psicotrópicas, tabaco y alcohol
mediante el desarrollo de la actividad física. 38. Promover de forma efectiva
programas tendientes a incentivar la medicina preventiva en la práctica del
deporte y los hábitos de alimentación sana y de vida saludable.
 
39. Formular, promover, ejecutar y evaluar políticas públicas para promover los
espacios  de  inclusión  deportiva,  recreativa  de  personas  con  algún  tipo  de
deficiencia, limitación o restricción.
 
Artículo  5°.  Estructura.  La  estructura  del  Ministerio  del  Deporte  será  la
siguiente:
 
1. Despacho del Ministro.
 
1.1. Oficina de Control Interno.
 
1.2. Oficina Asesora de Planeación.
 
1.3. Oficina Asesora Jurídica.
 
1.4. Oficina Asesora de Control Interno Disciplinario
 
2. Despacho del Viceministro del Deporte
 
2.1. Dirección de Posicionamiento y Liderazgo Deportivo.
 
2.2. Dirección de Fomento y Desarrollo.
 
2.3. Dirección de Recursos y Herramientas del Sistema Nacional del Deporte.
 
2.4. Dirección de Inspección, Vigilancia y Control.
 
3. Secretaría General
 
4. Órganos de Asesoría y Coordinación
 
4.1. Comité Institucional de Gestión y Desempeño.
 
4.2. Comisión de Personal.
 
Artículo 6°. Domicilio. El Ministerio del Deporte tendrá como domicilio la ciudad
de Bogotá, D. C., y ejercerá sus funciones a nivel nacional.



 
Artículo 7°. Bienes, derechos y obligaciones. La propiedad de los bienes muebles
e inmuebles, derechos y obligaciones de los cuales sea titular el Departamento
Administrativo  del  Deporte,  la  Recreación,  la  Actividad  Física  y  el
Aprovechamiento del Tiempo Libre (Coldeportes) quedarán en cabeza del Ministerio
del Deporte, para lo cual se deberán adelantar los trámites ante las autoridades
competentes para actualizar los correspondientes registros.
 
Artículo  8°.  Continuidad  de  la  relación.  De  conformidad  con  el  cambio  de
naturaleza,  el  Gobierno  nacional,  en  ejercicio  de  sus  facultades
constitucionales, señaladas en el artículo 189 y en la Ley 489 de 1998, procederá
a adoptar la estructura interna del Ministerio y adecuar, de ser necesario, la
planta de personal a la nueva naturaleza de la entidad.
 
Los servidores públicos que a la entrada en vigencia de la presente ley se
encontraban vinculados al Departamento Administrativo del Deporte, la Recreación,
la Actividad Física y el Aprovechamiento del Tiempo Libre (Coldeportes) quedarán
automáticamente incorporados en la planta de personal del Ministerio del Deporte.
 
Artículo9°. Derechos y obligaciones litigiosas. El Ministerio del Deporte seguirá
con  el  trámite  y  representación  de  las  acciones  constitucionales,  procesos
judiciales, contencioso-administrativos, ordinarios, ejecutivos y administrativos
en los que sea parte el Departamento Administrativo del Deporte, la Recreación,
la Actividad Física y el Aprovechamiento del Tiempo Libre (Coldeportes) hasta su
culminación y archivo y asumirá las obligaciones derivadas de los mismos.
 
Artículo 10. Contratos y convenios vigentes. Los contratos y convenios vigentes
suscritos por el Departamento Administrativo del Deporte, la Recreación, la
Actividad Física y el Aprovechamiento del Tiempo Libre (Coldeportes) continuarán
ejecutándose por el Ministerio del Deporte, sin que para ello sea necesario
suscripción de documento adicional alguno diferente a la comunicación a los
respectivos contratistas. Para todos los efectos contractuales, el Ministerio del
Deporte asume los derechos y obligaciones del Departamento Administrativo del
Deporte, la Recreación, la Actividad Física y el Aprovechamiento del Tiempo Libre
(Coldeportes).
 
Artículo 11. Archivos. Los archivos de los cuales sea titular el Departamento
Administrativo  del  Deporte,  la  Recreación,  la  Actividad  Física  y  el
Aprovechamiento del Tiempo Libre (Coldeportes) hasta la entrada en vigencia de la
presente ley continuarán siendo administrados y quedarán a nombre del Ministerio
del Deporte de acuerdo con las normas y procedimientos establecidos por la ley.
 
Artículo 12. Referencias normativas. A partir de la entrada en vigencia de la
presente  ley,  todas  las  referencias  y/o  disposiciones  legales  vigentes  al
Departamento Administrativo del Deporte, la Recreación, la Actividad Física y el
Aprovechamiento del Tiempo Libre (Coldeportes) se entenderán hechas al Ministerio
del Deporte.
 
De igual forma, las referencias que hagan las disposiciones vigentes al Director
del Departamento como asistente, integrante o miembro de consejos, comisiones,
juntas, mesas u otras instancias de deliberación relacionadas con los temas de
deportes, recreación, actividad física y el aprovechamiento del tiempo libre
deben entenderse referidas al Ministro del Deporte.
 



Artículo 13. Ejecución presupuestal y de reservas. El Ministerio del Deporte
continuará ejecutando en lo pertinente las apropiaciones comprometidas por el
Departamento Administrativo del Deporte, la Recreación, la Actividad Física y el
Aprovechamiento del Tiempo Libre (Coldeportes) con anterioridad a la expedición
de la presente ley.
 
Parágrafo. La transformación de Coldeportes en el Ministerio del Deporte no debe
generar gastos de funcionamiento superiores a los que tenga Coldeportes en el
momento de su transformación.
 
Artículo  14.  Ajustes  presupuestales  en  el  Sistema  Integral  de  Información
Financiera (SIIF). El Ministerio de Hacienda y Crédito Público realizará los
ajustes correspondientes para transferir al Ministerio del Deporte los recursos
aprobados en la ley de presupuesto a favor del Departamento Administrativo del
Deporte, la Recreación, la Actividad Física y el Aprovechamiento del Tiempo Libre
(Coldeportes).
 
Artículo 15. Certificado de disponibilidad presupuestal. Los certificados de
disponibilidad presupuestal para proveer el nombramiento del Ministro del Deporte
serán expedidos por el Ministro de Hacienda y Crédito Público.
 
Artículo 16. Régimen de transición. El Ministerio del Deporte dispondrá de un (1)
año, contado a partir de la publicación de la presente ley, para adecuar sus
procedimientos  y  operaciones  a  la  nueva  naturaleza  jurídica  y  estructura
administrativa.
 
Artículo 17. Modifíquese el artículo 17 de la Ley 1444 de 2011, el cual quedará
así:
 
“Artículo 17. Número, denominación, orden y precedencia de los Ministerios. El
número de ministerios es dieciocho. La denominación, orden y precedencia de los
ministerios es la siguiente:
 
1. Ministerio del Interior.
 
2. Ministerio de Relaciones Exteriores.
 
3. Ministerio de Hacienda y Crédito Público.
 
4. Ministerio de Justicia y del Derecho.
 
5. Ministerio de Defensa Nacional.
 
6. Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural.
 
7. Ministerio de Salud y Protección Social.
 
8. Ministerio de Trabajo.
 
9. Ministerio de Minas y Energía.
 
10. Ministerio de Comercio, Industria y Turismo.
 
11. Ministerio de Educación Nacional.



 
12. Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible.
 
13. Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio.
 
14. Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones.
 
15. Ministerio de Transporte.
 
16. Ministerio de Cultura.
 
17. Ministerio de la Ciencia, Tecnología e Innovación.
 
18. Ministerio del Deporte.
 
Artículo 18. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a partir de la fecha
de  su  publicación  y  deroga  el  Decreto  número  4183  de  2011  y  las  demás
disposiciones que le sean contrarias.
 

El Presidente del honorable Senado de la República,
 

Ernesto Macías Tovar.
 

El Secretario General del honorable Senado de la República,
 

Gregorio Eljach Pacheco.
 

El Presidente (E) de la honorable Cámara de Representantes,
 

Atilano Alonso Giraldo Arboleda.
 

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
 

Jorge Humberto Mantilla Serrano.
 

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL
 

Publíquese y cúmplase.
 

Dada en Bogotá, D. C., a 11 de julio de 2019.
 

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ
 

La Ministra del Interior,
 

Nancy Patricia Gutiérrez Castañeda.
 

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,
 

Alberto Carrasquilla Barrera.
 

El Director del Departamento Administrativo de la Función Pública,
 

Fernando Antonio Grillo Rubiano.
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por medio de la cual se adoptan medidas para la gestión y transparencia en el
Sistema de Seguridad Social en Salud y se dictan otras disposiciones.

  
 

El Congreso de Colombia
 

DECRETA:
 

Artículo 1°. Del objeto y alcance. La presente ley adopta medidas a fin de
mejorar  la  transparencia,  vigilancia,  control  y  aplicación  del  uso  de  los
recursos financieros del Sistema General de Seguridad Social en Salud. Mejorar la
eficiencia  de  operación  y  transparencia  a  través  de  la  unificación  de  los
sistemas de información de gestión financiera y asistencial, la publicación de
información esencial para el control social y rendición de cuentas de los agentes
del sector; así como introducir decisiones de operación de la prestación de
servicios  y  mecanismos  de  asignación  de  recursos  para  el  aseguramiento  por
desempeño, con el fin de promover la alineación entre agentes del sector, que
logre  resultados  encaminados  hacia  el  mejoramiento  de  la  salud  y  de  la
experiencia de la población colombiana en los servicios de salud.
 
Artículo 2°. El Sistema Integrado de Control, Inspección y Vigilancia para el
Sector Salud. Créase el Sistema Integrado de Control, Inspección y Vigilancia
para el Sector Salud, a partir de la acción especializada y coordinada entre la
Superintendencia Financiera, Superintendencia de Sociedades, la Superintendencia
de  Industria  y  Comercio  y  la  Superintendencia  Nacional  de  Salud,  bajo  la
coordinación y dirección de esta última quien será la encargada de adelantar el
proceso sancionatorio, sin causar cargo alguno por sobretasas, o tarifas de
contribución adicionales.
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La  Superintendencia  Financiera  podrá  servir  de  asesor  técnico,  brindar
capacitación,  emitir  conceptos,  transferencia  de  conocimiento,  y  mejores
prácticas para el fortalecimiento de la Superintendencia Nacional de Salud, con
el fin de que esta ejerza la inspección, vigilancia y control sobre las Entidades
Promotoras de Salud u otras aseguradoras en salud, así mismo, sobre operadores
logísticos  de  tecnologías  en  salud  y  gestores  farmacéuticos,  en  lo  que
corresponde a las condiciones financieras y a las buenas prácticas de gobierno
corporativo que deben cumplir estas entidades. La Superintendencia Financiera
emitirá  un  informe  anual  sobre  el  desempeño  de  los  principales  indicadores
financieros de estas entidades.
 
La Superintendencia de Sociedades ejercerá la inspección, vigilancia y control
sobre las sociedades del sector salud y empresas unipersonales que operen en el
sector, a efecto de verificar el cumplimiento de las normas de derecho de
sociedades y demás asignadas a este ente de control. El Gobierno reglamentará la
materia.
 
La Superintendencia de Industria y Comercio ejercerá la vigilancia, control e
inspección sobre la promoción de la competencia en el sector salud, mediante la
imposición  de  multas  cuando  se  infrinjan  las  disposiciones  de  prácticas
comerciales restrictivas a la competencia y competencia desleal, fusiones y
obtención de control de empresas en el mercado de la salud y el abuso de posición
de dominante, entre otras.
 
Parágrafo 1°. Se entiende por gestores farmacéuticos los operadores logísticos,
cadenas de droguerías, cajas de compensación y/o establecimientos de comercio,
entre otros, cuando realicen la dispensación ambulatoria en establecimientos
farmacéuticos a los afiliados del Sistema General de Seguridad Social en Salud
por encargo contractual de las EPS, IPS y de otros actores del sistema.
 
Parágrafo 2°. Respecto de las investigaciones para determinar si se configuran
grupos empresariales o situaciones de control, en los términos del artículo 30 de
la Ley 222 de 1995, la competencia será de la Superintendencia de Sociedades.
 
Artículo 3°. Del Sistema Integral de Información Financiera y Asistencial. El
sistema  integral  de  información  financiera  y  asistencial  tendrá  por  objeto
agilizar la transmisión y evaluación de la información financiera, de manera que
se acelere el flujo de recursos y la transparencia que soportan las transacciones
entre los agentes del sector salud.
 
El diseño e implementación del sistema estará a cargo del Ministerio de Salud y
Protección  Social,  quien  tendrá  la  concurrencia  y  apoyo  del  Ministerio  de
Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, en el proceso de garantía de
conexión de todos los agentes del sector, según sus competencias.
 
Para efectos de la inspección, vigilancia y control, el Ministerio de Salud y
Protección Social definirá los contenidos técnicos de conectividad, lineamientos
y estándares técnicos de interoperabilidad de los sistemas de información de cada
uno de los actores del sistema, con el fin de alcanzar las condiciones necesarias
para implementar el Sistema Integral de Información Financiera y Asistencial.
 
La Superintendencia de Salud administrará la información necesaria para efectos
de inspección, vigilancia y control.
 



Artículo 4°. Registro de Contratación de Servicios y Tecnologías de Salud. El
Ministerio de Salud y Protección Social creará un portal de registro electrónico,
en el cual se deberá reportar los intercambios comerciales de prestación de
servicios en salud y tecnologías en salud. En los casos donde no medie contrato,
como: las atenciones de urgencias y similares, en este caso, el reporte será
posterior.  Se  excluye  de  esta  información,  las  transacciones  que  sean  con
recursos propios de las personas naturales y jurídicas. La información contenida
en dicha plataforma será de público acceso cuando involucre recursos del Sistema
de Seguridad Social en Salud.
 
El Gobierno nacional definirá los estándares de la información requerida y su
periodicidad de reporte, que deberán incluir: la modalidad de contratación,
información financiera, gastos en salud, pagos por los servicios de salud, número
y tipo de prestaciones de servicios y tecnologías en salud contratadas. La
operación del sistema de información de registro de contratación estará a cargo
del Ministerio de Salud y Protección Social o quien este designe.
 
Artículo 5°. Valores Máximos de Recobros. En ningún caso la administradora de los
Recursos  del  Sistema  General  de  Seguridad  Social  en  Salud  (ADRES),  podrá
reconocer y pagar servicios y tecnologías en salud no financiados con cargo a los
recursos de la UPC, salvo los recursos destinados al saneamiento de pasivos
estipulado en la presente ley, cuando estos sean superiores a los valores y
techos máximos que para el efecto establezca el Ministerio de Salud y Protección
Social, a partir de una metodología que tenga en cuenta los valores recobrados o
cobrados, y considerando incentivos por el uso eficiente de los recursos. La
Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud
(ADRES) reportará y enviará al Ministerio de Salud y Protección Social las bases
de datos estandarizados de conformidad con el mecanismo, periodicidad, variables,
oportunidad, detalle y calidad que dicho ministerio defina, a través del portal
de registro electrónico y del Sistema Integral de Información contenidos en la
presente ley.
 
Artículo 6°. Prácticas riesgosas financieras y de atención en salud en el Sistema
General de Seguridad Social en Salud. En concordancia con el Sistema Preventivo
de  Prácticas  Riesgosas  del  artículo  12  de  la  Ley  1474  de  2011  y  con  la
organización del aseguramiento del artículo 14 de la Ley 1122 de 2007, sin
perjuicio de la aplicación de las sanciones previstas en la ley, se consideran
como prácticas riesgosas –sin ser las únicas– las siguientes:
 
6.1 Los pagos, compensaciones de cuentas, desembolsos, descuentos o devoluciones
con base en notas crédito simulados o sin debido sustento real o fáctico.
 
6.2 Los acuerdos expresos o tácitos para la entrega directa o indirecta de
beneficios como: pagos o subsidios a cualquier actor del Sistema General de
Seguridad Social de Salud con el propósito de inducir o incentivar la compra o
uso de un determinado producto o servicio, o de obtener exclusividad desleal
entre un proveedor y un prestador de servicios o de una aseguradora en salud.
 
6.3 El pago de acreencias a los socios o entidades que tengan participación en la
entidad aseguradora en salud, sin haber solventado en primera instancia las
obligaciones con sus acreedores externos.
 
Artículo  7°.  Reorganización  y  racionalización  de  las  redes  prestadoras  de
servicios de salud. Los Departamentos, en coordinación con los Municipios de su



jurisdicción, y los Distritos, reorganizarán la oferta de prestación de servicios
de salud teniendo en cuenta los prestadores públicos, privados y mixtos. También
promoverá la racionalización de servicios y el control de la oferta de los mismos
en su territorio, privilegiando la red pública y atendiendo los principios de
transparencia,  coordinación,  concurrencia,  complementariedad,  eficiencia,
responsabilidad, austeridad y asociación, así como las normas que hacen parte del
régimen  de  protección  de  la  libre  competencia  en  materia  del  control  de
integraciones empresariales y además las normas especiales que aplican al sector
salud sobre tales materias.
 
El resultado de los citados procesos podrá ser la conformación o reorganización
de Empresas Sociales del Estado con Unidades Prestadoras de Servicios de Salud,
del  orden  departamental,  distrital  o  municipal,  que  puedan  tener  una
administración común, responsables de la prestación de los servicios de salud en
los  diferentes  niveles  de  complejidad,  incluidos  sus  procesos  internos.  Lo
anterior sin afectar la prestación del servicio de salud a los usuarios.
 
El Gobierno nacional, en un plazo de seis (6) meses a partir de la expedición de
la presente ley, reglamentará la organización y la operación de la red prestadora
de servicios de salud.
 
Parágrafo 1°. Lo anterior en consonancia con lo dispuesto en la Sentencia T-357
de 2017, respecto de la prestación de servicios en Salud, en los territorios con
población indígena dispersa.
 
Parágrafo 2°. El régimen de contratación, venta de servicios y vinculación de
personal de las sociedades de economía mixta, integrantes del sistema general de
seguridad social en salud, será el Derecho Privado.
 
Artículo  8°.  Programa  de  Saneamiento  Fiscal  y  Financiero  para  las  Empresas
Sociales  del  Estado.  Es  un  programa  integral,  institucional,  financiero  y
administrativo,  que  tiene  por  objeto  restablecer  la  solidez  económica  y
financiera  de  estas  empresas  y  asegurar  la  continuidad,  la  calidad  y  la
oportunidad en la prestación del servicio público de salud para toda la población
en el territorio nacional, en especial, en las zonas marginadas o de baja
densidad poblacional.
 
Las Empresas Sociales del Estado, categorizadas en riesgo medio o alto, deberán
adoptar un Programa de Saneamiento Fiscal y Financiero, conforme a la metodología
definida por los Ministerios de Salud y Protección Social, y de Hacienda y
Crédito Público, el cual reglamentará las condiciones de adopción y ejecución
correspondientes.
 
Las  Empresas  Sociales  del  Estado  cuyos  Programas  de  Saneamiento  Fiscal  y
Financiero se encuentren en proceso de viabilidad o debidamente viabilizados por
el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, a la fecha de entrada en vigencia de
la presente ley, no serán objeto de categorización de riesgo hasta tanto el
programa no se encuentre culminado.
 
El Ministerio de Hacienda y Crédito Público, apoyado por el Ministerio de Salud y
Protección Social, definirá los parámetros generales de adopción, seguimiento y
evaluación de los programas a que hace referencia este artículo y tendrá a cargo
la viabilidad y evaluación de los mismos.
 



Los recursos que destine la nación, las entidades territoriales, las Leyes 1608
de 2013, 1797 de 2016 y demás disposiciones, se podrán aplicar conforme a la
reglamentación definida por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público.
 
Parágrafo 1°. A las Empresas Sociales del Estado que hayan sido remitidas por el
Ministerio de Hacienda y Crédito Público a la Superintendencia Nacional de Salud,
antes  de  la  entrada  en  vigencia  de  la  presente  ley,  se  les  aplicará
la  metodología de categorización del riesgo y, en consecuencia, presentarán el
programa de saneamiento fiscal y financiero ante el Ministerio de Hacienda y
Crédito Público.
 
Parágrafo 2°. Las fundaciones que sean categorizadas en riesgo medio o alto por
el  Ministerio  de  Salud  y  Protección  Social,  podrán  adoptar  un  Programa  de
Saneamiento Fiscal y Financiero en las condiciones establecidas en el presente
artículo, de conformidad con la reglamentación que para el efecto expida el
Ministerio de Hacienda y Crédito Público, y podrán acceder a los recursos del
Programa de Saneamiento Fiscal y Financiero de que trata la Ley 1608 de 2013 y
demás normas concordantes.
 
Parágrafo 3°. El incumplimiento de lo dispuesto en el presente artículo genera
responsabilidad  disciplinaria  y  fiscal  para  los  representantes  legales  y
revisores fiscales, de las entidades territoriales y de las Empresas Sociales del
Estado, según corresponda.
 
Parágrafo  4°.  Las  entidades  territoriales,  en  un  término  de  tres  (3)  años
contados a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, deberán cumplir
con lo establecido en este artículo en el marco del Programa de Reorganización,
Rediseño y Modernización de las Redes de Prestación de Servicios de Salud, según
reglamentación que implemente el Gobierno nacional, conforme a los recursos
dispuestos  para  la  financiación  de  los  programas  de  saneamiento  fiscal  y
financiero de las ESE.
 
Artículo  9°.  Aplicación  de  las  medidas  del  Plan  de  Saneamiento  Fiscal  y
Financiero. A partir de la fecha de presentación de los programas de saneamiento
fiscales y financieros que adopten las ESE categorizadas en riesgo medio o alto,
y hasta que se emita el pronunciamiento del Ministerio de Hacienda y Crédito
Público,  no  podrá  iniciarse  ningún  proceso  ejecutivo  contra  la  ESE  y  se
suspenderán los que se encuentren en curso. Durante la evaluación del programa se
suspende el término de prescripción y no opera la caducidad de las acciones
respecto de los créditos contra la ESE.
 
Como  consecuencia  de  la  viabilidad  del  programa  se  levantarán  las  medidas
cautelares vigentes y se terminarán los procesos ejecutivos en curso. Serán nulas
de pleno derecho las actuaciones judiciales con inobservancia de la presente
medida. Lo anterior no tendrá aplicación cuando se presente concepto de no
viabilidad por parte del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, en este caso
el Ministerio de Salud y Protección Social y la Superintendencia Nacional de
Salud deben dar aplicación al artículo 7° de la presente ley.
 
Artículo 10. Apoyo al cumplimiento de acuerdos de reestructuración y saneamiento
de entidades del Sistema General de Seguridad Social en Salud. En la distribución
de los recursos que destine la nación y las entidades territoriales, para los
programas de saneamiento fiscal y financiero, tendrán prelación las Empresas
Sociales del Estado.



 
Artículo 11. Saneamiento de Pasivos. En la fecha de corte que determine el
Gobierno nacional, se realizará un proceso de aclaración de los pasivos entre
todos los responsables de pago del Sistema de Seguridad Social en Salud, las IPS
y demás proveedores de tecnologías en Salud.
 
Para este fin se tendrá en cuenta como mínimo lo siguiente:
 
1. Criterios de auditorías estandarizados.
 
2. Cruces de información que podrán ser apoyados por el Ministerio de Salud y
Protección Social y/o la Superintendencia Nacional de Salud.
 
3. Con el resultado del procedimiento de auditoría, aclaración y conciliación de
cuentas, se elaborará un inventario de deudas y responsables del pago. Las
cuentas que no puedan ser conciliadas se resolverán por la Superintendencia
Nacional de Salud, en ejercicio de su función jurisdiccional, dentro de los
términos que defina el reglamento.
 
4. Las deudas a cargo de la ADRES y las entidades territoriales, serán saneadas
por  el  Estado  según  sus  competencias.  Para  este  fin,  se  podrán  establecer
mecanismos financieros que otorguen liquidez al sector y permitan garantizar el
pago.
 
5. Los responsables de pago de deudas privadas deberán acelerar procesos de
capitalización  y  podrán  acceder,  con  las  respectivas  garantías,  a  créditos
estructurados con la banca de segundo piso, que respaldarán y/o asumirán los
propietarios de las EPS.
 
Concluido  el  proceso  de  aclaración  y  determinada  la  forma  de  pago  de  las
acreencias, de manera inmediata se deberán realizar los ajustes contables que
correspondan, según lo definido en el artículo 9° de la Ley 1797 de 2016 y demás
normas aplicables.
 
Artículo 12. Giro Directo. Los recursos que se dispongan por la nación o las
entidades territoriales para el saneamiento durante el período que determine el
Ministerio de Salud y Protección Social, y los recursos corrientes de la UPC
serán girados por la Administradora de los Recursos del Sistema General de
Seguridad Social en Salud (ADRES) en nombre de las Entidades Promotoras de Salud,
al prestador de Servicios de Salud o proveedores de tecnologías en salud. De
igual forma se procederá con las posibles líneas de créditos que se estructuren
por la banca de segundo piso.
 
La  UPC  que  se  reconozca  con  posterioridad  a  la  fecha  de  corte  para  el
saneamiento, se destinará para pagar las obligaciones corrientes. Durante el
período de saneamiento, las utilidades que se pudieran generar en las EPS,
deberán capitalizarse para disminuir los pasivos hasta que culmine el pago de las
deudas determinadas según este artículo.
 
La Superintendencia Nacional de Salud, el Ministerio de Salud y Protección Social
realizará el seguimiento permanente a la oportunidad del giro de los recursos,
así como a su destinación.
 
Parágrafo. No estarán sujetas a lo dispuesto en este artículo las EPS adaptadas



del Estado y aquellas que en su desempeño financiero cumplan con el patrimonio
adecuado.
 
Artículo 13. Incentivos a la gestión y resultados en salud. El Ministerio de
Salud y Protección Social, con el apoyo de la Superintendencia Financiera, la
Superintendencia  Nacional  de  Salud  y  la  Administradora  de  los  recursos  del
Sistema General de Seguridad Social en Salud (ADRES), diseñará e implementará
mecanismos para que los prestadores de servicios de salud obtengan incentivos por
el logro de resultados en: salud, pronto pago, reducción de la tendencia de
eventos de alto costo, entre otros.
 
El Ministerio de Salud y Protección Social definirá los resultados e indicadores
de salud trazadora, financiera y de tendencias de costos, así como el origen y
variación de los recursos destinados para este fin, entre los cuales podrá
incluir la subcuenta de promoción de la salud.
 
Los  incentivos  podrán  ser  diseñados  considerando:  la  flexibilización  o
endurecimiento de las condiciones financieras y requerimientos patrimoniales,
asignación de recursos adicionales a la UPC susceptibles de ser parte de la
utilidad, incentivos por resultados y calidad en el servicio de las IPS.
 
Artículo 14. Sistema de Administración de Riesgos. Toda entidad que opere dentro
del Sistema General de Seguridad Social en Salud deberá implementar un Sistema de
Administración  de  Riesgos  que  le  permita  identificar,  medir,  controlar  y
monitorear todos los riesgos a los que está expuesta en su operación. Este
sistema debe incluir la gestión del riesgo en salud, financiero y operativo.
 
La  Superintendencia  Nacional  de  Salud  establecerá  los  lineamientos  de  este
sistema para cada tipo de sus entidades vigiladas.
 
Parágrafo.  La  implementación  del  Sistema  de  Administración  de  Riesgos  se
realizará  de  manera  obligatoria  para  todas  las  entidades  vigiladas  por  la
Superintendencia Nacional de Salud, sin perjuicio de que su implementación sea
gradual por tipo de vigilado y/o estructura o tamaño de las operaciones que
desarrolla.
 
Artículo 15. Factura electrónica en salud. Todos los prestadores de servicios de
salud  están  obligados  a  generar  factura  electrónica  para  el  cobro  de  los
servicios y tecnologías en salud. Deberán presentarla, al mismo tiempo ante la
DIAN y la entidad responsable de pago con sus soportes en el plazo establecido en
la ley, contado a partir de la fecha de la prestación del servicio, de la entrega
de la tecnología en salud o del egreso del paciente, prescribirá el derecho en
los términos de ley.
 
El Ministerio de Salud y Protección Social definirá los lineamentos, soportes y
términos que deben cumplir las facturas, incluyendo los requisitos asociados al
Registro Individual de Prestación de Servicios de Salud (RIPS), y en lo que sea
pertinente en coordinación con la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales
(DIAN).
 
En todo caso la generación de los RIPS se realizará al momento de prestar el
servicio, de la entrega de tecnología en salud o del egreso del paciente.
 
Artículo 16. Planeación del Presupuesto de las Empresas Sociales del Estado. Las



Empresas  Sociales  del  Estado  que  no  se  encuentren  catalogadas  en  riesgo
financiero, o que no sean objeto de planes o medidas de saneamiento fiscal y
financiero por este motivo, podrán elaborar y ejecutar sus presupuestos basándose
en sus estados financieros: balance, estado de resultados y flujo de caja, y sus
respectivas proyecciones.
 
El Ministerio de Hacienda y Crédito Público, en coordinación con el Ministerio de
Salud y Protección Social, impartirá las instrucciones para dar cumplimiento a lo
anterior.
 
Artículo 17. Facultades de la Superintendencia Nacional de Salud. Las decisiones
administrativas que en ejercicio de sus funciones adopte la Superintendencia
Nacional de Salud, en el marco de las medidas establecidas en el numeral 5 del
artículo 37 de la Ley 1122 de 2007, así como las de revocatoria total o parcial
de habilitación o autorización de funcionamiento de las Empresas Promotoras de
Salud previstas en el artículo 230 de la Ley 100 de 1993, de igual forma las
previstas  en  el  artículo  125  de  la  Ley  1438  de  2011,  serán  de  ejecución
inmediata.
 
El recurso de reposición que se interponga contra este acto administrativo, se
concederá en el efecto devolutivo.
 
Artículo 18. Información para el control de aplicación eficiente de los recursos
del SGSSS. Las personas naturales y jurídicas que se encuentren dentro del ámbito
de vigilancia de la Superintendencia Nacional de Salud, como sus representantes
legales, directores o secretarios de salud, o quienes hagan sus veces, jefes de
presupuesto, tesoreros; demás funcionarios responsables de la administración y
manejo  de  los  recursos  del  sector  salud  en  las  entidades  territoriales,
funcionarios y empleados del sector público y privado de las entidades vigiladas
por dicha Superintendencia, deberán reportar la información necesaria para el
control de la aplicación eficiente de los recursos del SGSSS con la calidad
exigida en la normatividad prevista para tal fin. El incumplimiento de esta
obligación dará lugar a la aplicación de las sanciones previstas en el artículo
130 de la Ley 1438 de 2011, previo el trámite del procedimiento administrativo
sancionatorio contemplado en el artículo 128 de la mencionada ley, o las leyes
que lo modifiquen.
 
Artículo 19. Vigencia. La presente ley rige desde el momento de su promulgación y
deroga las demás normas que le sean contrarias.
 

El Presidente del honorable Senado de la República,
 

Ernesto Macías Tovar.
 

El Secretario General del honorable Senado de la República,
 

Gregorio Eljach Pacheco.
 

El Presidente (E) de la honorable Cámara de Representantes,
 

Atilano Alonso Giraldo Arboleda.
 

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
 



Jorge Humberto Mantilla Serrano.
 

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL
 

Publíquese y cúmplase.
 

Dada en Bogotá, D. C., a 11 de julio de 2019.
 

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ
 

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,
 

Alberto Carrasquilla Barrera.
 

El Ministro de Salud y Protección Social,
 

Juan Pablo Uribe Restrepo.
 

El Ministro de Comercio, Industria y Turismo,
 

José Manuel Restrepo Abondano
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por medio de la cual la Nación se asocia a la conmemoración de los cien (100)

años de fundación del municipio de Acacías en el departamento del Meta, rinde

homenaje a sus habitantes y se dictan otras disposiciones.

 

El Congreso de Colombia

 

DECRETA:

 

https://www.dmsjuridica.com/buscador_20179478954/legislacion/leyes/2020/11/25/ley-1965-de-2019/


Artículo 1°. La nación se asocia a la conmemoración de los cien (100) años de

fundación del municipio de Acacías, departamento del Meta, hecho que sucedió el 7

de agosto de 1920.

 

Artículo 2°. La nación hace un reconocimiento al municipio de Acacías, a su

vocación  agrícola  y  pecuaria  siendo  una  despensa  de  vital  importancia  para

Colombia, resalta las virtudes de sus habitantes, su honradez, su creatividad, su

excelsa producción cultural y sus aportes como municipio al desarrollo social y

económico del país y la región.

 

Artículo 3°. El Gobierno nacional y el Congreso de la República de Colombia

rendirán honores al municipio de Acacías, el 7 de agosto del año 2020, y se

presentarán con sus respectivas comisiones a los actos conmemorativos que tengan

lugar.

 

Artículo 4°. Autorícese al Gobierno nacional para que de conformidad con los

criterios  de  concurrencia,  complementariedad  y  subsidiaridad,  asigne  en  el

Presupuesto  General  de  la  Nación,  e  impulse  a  través  del  Sistema  de

Cofinanciación,  las  partidas  presupuestales  necesarias  a  fin  de  adelantar

proyectos, obras de infraestructura y actividades de interés público y social,

promotoras del desarrollo regional, que beneficiarán a la comunidad del municipio

de Acacías y del departamento del Meta.

 

Artículo 5°. Para dar cumplimiento a lo dispuesto en la presente ley, se autoriza

a l  G o b i e r n o  n a c i o n a l  l a  c e l e b r a c i ó n  d e  l o s  c o n t r a t o s  y

convenios  interadministrativos  necesarios  entre  la  nación  y  el  municipio

de Acacías, así como para efectuar los créditos, contracréditos y los traslados

presupuestales a que haya lugar.

 

Artículo 6°. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación y

deroga las disposiciones que le sean contrarias.

 

El Presidente del honorable Senado de la República,

 

Ernesto Macías Tovar.

 

El Secretario General del honorable Senado de la República,



 

Gregorio Eljach Pacheco.

 

El Presidente (E) de la honorable Cámara de Representantes,

 

Atilano Alonso Giraldo Arboleda.

 

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

 

Jorge Humberto Mantilla Serrano.

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

 

Publíquese y cúmplase.

 

Dada en Bogotá, D. C., a 11 de julio de 2019.

 

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ

 

La Ministra del Interior,

 

Nancy Patricia Gutiérrez Castañeda.

 

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

 

Alberto Carrasquilla Barrera.

 

El Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural,

 

Andrés Rafael Valencia Pinzón.

 

 


